
1 

 

 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

MAGISTRADA: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

 

A – 145 

Procedimiento: Ejecutivo  

Demandante: Nicolás de Jesús Pulgarín Miranda 

Demandado: Nhora Miranda de Muñoz 

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 012 2020 00045 01 

Asunto: Estima indebidamente denegado recurso de apelación. 

 

Medellín, siete (7) de septiembre del dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a desatar el recurso de queja interpuesto 

contra el auto proferido por el Juzgado Treinta y Uno Civil Municipal para 

Conocimiento de Despachos Comisorios, el 1° de agosto 2022, que rechazó 

el recurso de apelación formulado por la apoderada judicial del señor Antonio 

José Zuluaga Castaño.  

 

ANTECEDENTES 

El Juzgado Doce Civil del Circuito, al interior del proceso con radicado 

050013103012 2020 00045 00 y mediante auto del 18 de agosto de 2021, 

ordenó comisionar al “JUEZ CIVIL MUNICIPAL TRANSITORIO DE MEDIDAS 

CAUTELARES –REPARTO-” para llevar a cabo la diligencia de secuestro del 

derecho dominio que en un 50% tiene la demandada Nhora Miranda de Muñoz 

sobre el bien inmueble distinguido con matrícula 001-121527, de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur. Para tal efecto la 

secretaría del Juzgado expidió el despacho comisorio 013 del 24 de agosto de 

2021. 

 

La comisión correspondió por reparto al Juzgado Treinta y Uno Civil Municipal 

para Conocimiento de Despachos Comisorios, quien realizó la diligencia el 1° 
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de agosto de 2022. Una vez en el sitio y en desarrollo de la actuación, la 

vocera judicial del señor Antonio José Zuluaga Castaño, quien adujo ser 

arrendatario del inmueble, se opuso a la diligencia argumentando: 

 

“la oposición tiene dos escenarios, el primer[o]… corresponde a que mi 

representado es un arrendatario de hace más de 20 años, en esa parte mi 

representado cuando inició la ocupación realizó todas las mejoras que tiene 

el citado inmueble, por lo tanto la oposición radica, la primera, que no debe 

hacer parte de esta diligencia de secuestro todas las mejoras que se 

encuentran en el inmueble, como segundo el establecimiento de comercio no 

hace parte de esta diligencia de secuestro, por lo tanto no podrá el secuestre 

hacer uso de funciones sobre el establecimiento de comercio… cabe agregar 

que con respecto al secuestro, como bien lo dijo el despacho, se trata 

solamente de un 50% y cabe agregar que el otro 50% del inmueble como 

inmueble proindiviso lo tiene el arrendatario…mediante documento de venta 

de posesión que fue realizado a él…” y resaltó que el opositor es” arrendatario 

solo de un 50%, porque…adquirió la posesión del otro 50%” 

 

El Juez Comisionado, en observancia de lo consagrado en el numerales 

segundo y primero del artículo 596 y 309 del CGP, respectivamente, rechazó 

de plano la oposición, por considerar que es “ostensible la inviabilidad de la 

reclamación…en lo que guarda relación con en el 50% que es objeto de 

medida cautelar… porque… el enterante opositor manifestó ser el arrendatario 

respecto de la aquí ejecutada… señora Nhora Miranda de Muñoz, por lo 

tanto... es obvio… que la persona que aquí se opone es tenedor en nombre…” 

de la demandada. En lo que respecta al establecimiento de comercio precisó 

que el secuestro no comprendió mismo. 

 

No obstante, se refirió a las mejoras y explicó que las realizadas por el 

enterante opositor accedieron al inmueble que un 50% es objeto de 

secuestro, pero que tal situación deberá debatirse en otro escenario judicial. 

Frente a tal manifestación la apoderada del opositor expresó su inconformidad 

y formuló recurso de reposición y en subsidio apelación aduciendo: “el único 

reparo que tengo con la decisión es… con respecto a las mejoras, [porque] 

mi representado no está de acuerdo con que las mejoras hagan parte de una 

accesión al inmueble, pues de acuerdo al código general del proceso las 

mejoras cuando son en comunidad corresponden al comunero que las realizó, 
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es el temor que tiene mi representado que un momento dado de avalúo del 

bien inmueble … se incluyan las mejoras que fueron realizadas por él…” 

 

El Juzgado, al decidir el recurso horizontal señaló que “la decisión que está 

siendo objeto de reproche … es la inclusión de las mejoras dentro de la 

identificación y descripción del bien inmueble sobre el cual se está practicando 

esta diligencia respecto del 50%. Por lo tanto, la decisión proferida… no fue 

cuestionada de ningún modo en lo que tiene que ver con el rechazo de plano 

de la oposición realizada…”. Explicó que lo relacionado con la definición de la 

calidad de comunero del opositor “escapa a los canales de la discusión que se 

ventila en este escenario judicial…” y “en lo que guarda relación con las 

mejoras realizadas, como fueron realizadas en el marco de un contrato de 

arrendamiento deben ventilarse eventualmente cuando se dirima dicha 

relación tenencial sobre el bien inmueble, pero como… se dijo... al momento 

de desatar la oposición… dichas mejoras escapan al escenario propio de esta 

diligencia judicial…”.  

 

La apoderada formuló recurso de reposición y en subsidio queja aduciendo no 

estar “de acuerdo con la posición…que presentó el despacho con respecto a 

la problemática que se presenta a las mejoras realizadas por la parte” 

opositora. 

 

El Juzgado resolvió de manera desfavorable el recurso de reposición y 

concedió el de queja, luego de considerar que el de apelación no es 

procedente de conformidad con el artículo 321 del CGP, norma que enlista de 

manera taxativa las decisiones judiciales que pueden ser objeto de 

cuestionamiento por dicho mecanismo de impugnación. Igualmente expresó 

no haber observado norma especial que autorice la concesión de la alzada. 

 

CONSIDERACIONES 

El artículo 352 del C.G.P reza, en lo pertinente, que “[c]uando el juez de 

primera instancia deniegue el recurso de apelación, el recurrente podrá 

interponer el de queja para que el superior lo conceda si fuere procedente. 

Entiéndase entonces que el recurso de queja tiene como propósito que el 

superior funcional del que niega la alzada verifique si tal determinación se 

ajusta al ordenamiento jurídico o si, por el contrario, debe reconsiderarla para 

en su lugar conceder el recurso invocado.  
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Ahora, debe aclararse que la apelación contra autos sólo procede en los casos 

expresamente señalados en la ley, sin que sea viable la irrupción en la esfera 

procedimental por vía analógica de otras hipótesis diversas a las contempladas 

originariamente por el legislador.  Conclusión que se impone de la sola lectura 

del artículo 321 del C.G.P al consagrar en forma expresa que el recurso de 

apelación sólo tiene cabida frente a los autos allí enlistados, y los demás 

expresamente enunciados en la normativa procesal.  

 

Dicho parámetro se encuentra en armonía con el artículo 31 de la Constitución 

Política, donde por vía de la garantía de la doble instancia se deja a salvo que 

la ley puede excepcionar su aplicación. Concretamente, en materia procesal 

civil, ese límite se encuentra en la taxatividad que por libertad de 

configuración legislativa opera en materia de apelación. 

 

Pues bien, para proveer sobre al asunto es preciso delimitar si las providencias 

dictadas con ocasión de la oposición al secuestro son susceptibles del recurso 

de apelación, precisamente porque la interpuesta por el señor Antonio José 

Zuluaga Castaño, se gestó durante la práctica de una diligencia de ese tipo. 

 

El artículo 596 del CGP relativo a las oposiciones al secuestro, dispone en su 

numeral 2 que “a las oposiciones se aplicará en lo pertinente los dispuesto en 

relación con la diligencia de entrega”, esto es las prescripciones contenidas 

en el artículo 309 ibídem. En tal sentido, debe examinarse si las normas que 

tornan viable la apelación a las decisiones relacionadas con las oposiciones a 

la entrega, son aplicables a las presentadas frente al secuestro de bienes, 

toda vez que de una lectura ligera del Estatuto Procesal podría pensarse que 

la segunda instancia estaría vedada en dichos casos, tanto más si se tiene en 

cuenta que el numeral 9 del artículo 321 limita la apelación a la providencia 

que “resuelva sobre la oposición a la entrega de bienes, y el que la 

rechace de plano”. (resaltos fuera de texto original) 

 

A ese propósito ilustrativa deviene la sentencia STC3697 de 2020, emanada 

de la Sala de Casación Civil de la H. Corte Suprema de Justicia: 

 

“esta Sala de Casación ha venido sosteniendo de forma reiterada que, 

independientemente de la instancia única que pueda predicarse de un 
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determinado proceso, la garantía de doble grado de conocimiento 

no se ve en lo absoluto limitada para los terceros totalmente 

ajenos al proceso que concurren a defender sus prerrogativas 

por vía de una oposición o incidente de levantamiento cautelar. 

 

(…) 

 

Así mismo, la jurisprudencia de esta Colegiatura ha recalcado que 

«figuras procesales como la oposición a la diligencia de entrega y la 

oposición a la diligencia de secuestro, aunque bien pueden 

entenderse como actuaciones o etapas de un trámite en concreto, se 

erigen en instituciones transversales del ordenamiento adjetivo, cuya 

configuración y previsión no pueden entenderse absolutamente 

delimitadas por las peculiaridades del proceso en que se suscitan», y 

especialmente, fue indicado, «cuando a esas facultades de oposición 

acuden quienes son ajenos a la relación sustancial que motiva el 

proceso» (STC4312-2018, 4 abr. 2018, rad. 00013-01). 

 

Dicho en otras palabras, la materialización de la garantía 

constitucional de defensa de ese tercero, a través de la 

consagración de la apelación como instrumento idóneo para 

que pueda discutir ante el superior funcional la legalidad de lo 

resuelto sobre su oposición, se justifica válidamente en la 

necesidad de propender la mayor protección posible a quien 

ninguna otra oportunidad tiene de reclamar sus derechos...” 

 

(negrita extra-texto) 

 

El apartado jurisprudencial antepuesto permite concluir que algunas de las 

decisiones que se adopten durante el curso de la oposición de terceros contra 

la diligencia de secuestro son recurribles mediante apelación. Y, siendo así, 

es claro que la remisión normativa contenida en el numeral 2 del artículo 596 

del CGP, a que se hizo mención, se abre paso para colegir que la regla 

contenida en el numeral 8 del precepto 321 citado, atinente a la apelación de 

los autos que resuelvan sobre la oposición a la entrega de bienes y el que la 

rechace de plano, es extensiva a la oposición al secuestro.  
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No obstante, en este asunto es inexcusable establecer si el recurso de 

apelación se orientó a redargüir la decisión de rechazar de plano la oposición 

o si, como lo denotó el Juez comisionado, solo se perfiló a rebatir “la inclusión 

de las mejoras dentro de la identificación y descripción del bien inmueble 

sobre el cual se está practicando esta diligencia respecto del 50%.” 

 

Obsérvese que los reparos del opositor-arrendatario partieron de dos puntos: 

1) no estar de acuerdo en que el secuestro comprenda las mejoras que aduce 

haber realizado sobre el inmueble; y 2) el establecimiento de comercio que 

allí funciona. Adicionalmente, mencionó tener derechos derivados de 

posesión, según él, en el 50% del inmueble que no fue secuestrado.  

 

De los cuestionamientos descritos el juez aclaró que el secuestro no versó 

sobre el establecimiento de comercio que funciona en el inmueble. Sin 

embargo, los demás los desestimó al decidir rechazar de plano la oposición, 

pero como el opositor recurrió en reposición y subsidiariamente en apelación, 

insistiendo en los hechos esbozados en el ítem 1), el juez concluyó que 

mediante esos recursos no se atacó el rechazo y, en consecuencia, estimó 

inapelable lo relativo a las mejoras. 

 

Para esta funcionaria, contrario a lo indicado por el comisionado, si los 

supuestos fácticos de la oposición fueron desechados a partir de la decisión 

de rechazar de plano la misma, y de aquellos supuestos solo el que refiere a 

las mejoras suscitó la apelación, ha de entenderse que el recurso se dirigió a 

enervar el mencionado rechazo pues, ciertamente, es la única decisión con 

efectos procesales que se tomó frente a la oposición al secuestro. Y ello es 

así porque el medio de impugnación se formuló contra la providencia 

jurisdiccional, pero a partir del disentimiento contra las motivaciones en que 

aquella se fundó. 

 

En este caso los razonamientos que llevaron al juez a rechazar la oposición se 

relacionaron con la imposibilidad de que un tercero se oponga al secuestro 

cuando deriva su tenencia de persona contra la cual produzcan efectos la 

sentencia; así mismo, con el hecho de que en el marco de la diligencia de 

secuestro no era posible escindir las mejoras presuntamente de propiedad del 

opositor y que, en todo caso, los derechos sobre las mismas debían ser 

reclamados en otro escenario judicial. Ahora, como el quejoso cuestionó este 
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último apartado de los fundamentos de la decisión de rechazar de plano la 

oposición, debe concluirse que aquella fue la providencia apelada. 

 

En definitiva, se considera que la interpelación del opositor siempre estuvo 

dirigida contra el rechazo tantas veces referido, y específicamente por no 

compartir una de las motivaciones aducidas por el a quo para el rechazo de 

plano, son aquellos argumentos y no otros los que encontró útiles la 

mandataria judicial del opositor y constituyen la inconformidad del tercero 

frente una providencia que, según se vio, es controvertible por vía de 

apelación. 

 

En atención a lo expuesto, la suscrita Magistrada ESTIMA 

INDEBIDAMENTE DENEGADO el recurso de apelación presentado de 

manera subsidiaria contra el auto del 1° de agosto de 2022, a través del cual 

el Juzgado Treinta y Uno Civil Municipal para Conocimiento de Despachos 

Comisorios rechazó de plano la oposición al secuestro presentada por el señor 

Antonio José Zuluaga Castaño. En consecuencia, se ADMITE el referido 

recurso de alzada, en el efecto devolutivo.  

 

 

NOTIFÍQUESE  

 

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 

 

 

 


